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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

I. 

El 31 de marzo de 2014 compareció ante este foro la Sra. 

Michelle Marrero Rodríguez (en adelante, Sra. Marrero) mediante 

un Recurso de Revisión en el que nos solicitó la revisión de una 

Resolución emitida el 30 de enero de 2014 por la Junta 

Adjudicativa del Departamento de la Familia (Junta Adjudicativa). 

Mediante la misma, el Foro Administrativo confirmó la acción 

tomada por la Unidad de Investigaciones Especializadas (Unidad 

de Investigaciones) de la Administración de Familias y Niños del 

Departamento de la Familia (ADFAN), quien dirigió a la Sra. 

Marrero una Notificación de Acción Tomada con Referido de 

Maltrato de Menores, conforme a las disposiciones de la Ley 

número 177, del 1 de agosto de 2003. Conforme a la acción 

notificada, la Agencia determinó ofrecer servicios de protección a 

las hijas menores de la peticionaria en la Oficina del Departamento 
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de la Familia en Villalba, ello como resultado de una querella 

relacionada con alegaciones contenidas en el referido 2011-3-077-

0441. 

Luego del trámite apelativo en la agencia, inconforme ante la 

determinación adversa de la Junta Adjudicativa, la peticionaria 

acudió ante el Tribunal de Apelaciones en un Recurso de Revisión. 

El 30 de junio de 2014 el Tribunal desestimó el Recurso por falta 

de jurisdicción por prematuro, al entender que no existía 

determinación final de la agencia. Este Tribunal entendió que la 

agencia no había tomado acción contra la Sra. Marrero, al ésta 

haberse negado a recibir servicios, y al no haberse completado su 

totalidad la investigación. No conforme con tal determinación, la 

Sra. Marrero acudió al Tribunal Supremo, el cual mediante 

Sentencia del 14 de marzo de 2016, notificada el 4 de abril de 

2016, expidió Mandamiento de Certiorari devolviendo el caso al 

Tribunal de Apelaciones para ser atendido en sus méritos. El 

Tribunal Supremo entendió que la Resolución emitida por la Junta 

Adjudicativa era una final y firme, y por tanto, revisable. A tales 

efectos, el 14 de abril de 2016 emitimos una Orden al 

Departamento de la Familia, representado por la Oficina de la 

Procuradora General para que nos informara en quince (15) días 

sobre el estatus del caso de la Sra. Marrero ante la agencia; 

(1) Cuál ha sido el plan de servicios, si alguno, 

(2) Cuál es el estatus actual de las menores. 
 

El 4 de mayo de 2016, compareció la Sra. Marrero Rodríguez 

mediante Moción en Cumplimiento de Orden, en la cual indicó lo 

siguiente: 

(1) Al momento de dicha Moción, las jóvenes Karen 
Michelle Ruiz Marrero y Karilyn Michelle Ruiz 

Marrero cuentan con más de 18 años de edad, 
(2) Ambas, viven con la recurrente, y se desempeñan 

como estudiantes universitarias,  

(3) Con posterioridad al referido del 6 de febrero de 
2012, el cual fue fundamentado desde el 11 de 
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noviembre de 2012, las entonces menores nunca 
recibieron servicios, 

(4) Debido al trámite apelativo, el Departamento de 
la Familia no dio seguimiento a la recurrente ni a 

las menores, 
(5) La recurrida fue citada a una orientación el 17 de 

junio de 2014 en la Oficina Local del 

Departamento de la Familia en Yauco, empero la 
misma no fue llevada a cabo en vista de los 
procedimientos pendientes ante el Foro 

Apelativo. 
 

Fundamentada en lo anteriormente indicado, la Sra. Marrero 

Rodríguez planta que el manejo del caso, el alegado pobre proceso 

investigativo, y a la falta de acciones posteriores al referido, 

denotan que el referido impugnado carecía de razón suficiente en 

Derecho que ameritara fundamentarlo, y el mismo no era el curso 

correcto a seguir. Así también, la recurrente plantea que debido a 

que las entonces menores sobrepasan los 18 años, además de no 

existir indicativo actual de maltrato, el procedimiento ha dejado de 

ser uno adversativo y el recurso se ha tornado académico. 

Por su parte, tras una breve prórroga solicitada por la 

Oficina de la Procuradora General, ésta compareció el 18 de mayo 

de 2016, por vía de Escrito en Cumplimiento de Orden. Mediante su 

escrito, las determinaciones de hecho, y las conclusiones de 

Derecho que fundamentaron el referido impugnado por la 

recurrente, detalló las gestiones realizadas por la Unidad de 

Investigaciones de la Administración de Familias y Niños (ADFAN) 

como parte del plan de servicio ofrecido por la Instrumentalidad 

Administrativa, y señaló que el mismo no pudo ser realizado en su 

totalidad en vista de la falta de cooperación de la recurrente.  

De igual forma, la Oficina de la Procuradora General planteó 

que independientemente de que el caso haya sido cerrado 

administrativamente, por motivo de la mayoridad de edad de las 

jóvenes, y de no haber ocurrido eventos posteriores que 

requiriesen la intervención del Departamento de la Familia, ello no 

significaba que el caso, motivo del referido, fuese a su vez 
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académico. Acentuó que la controversia ante la consideración de 

este Foro de Apelaciones, consiste en si el referido, objeto de 

impugnación de la aquí recurrida, estuvo debidamente 

fundamentado. 

Con el beneficio de las distintas posiciones de las partes, y 

los autos originales del caso, procedemos a resolver. 

II. 

De conformidad con la Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 

1988, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, la Ley Orgánica del Departamento de la Familia, Ley 

Núm. 171 del 30 de junio de 2968, según enmendada, 3 L.P.R.A. 

sec. 211 et seq., y el Plan de Reorganización Núm. 1-1995 del 

Departamento de la Familia 3 L.P.R.A. Ap. XI, dicho Departamento 

promulgó el Reglamento para Establecer los Procedimientos de 

Adjudicación de Controversias ante la Junta Adjudicativa del 

Departamento de la Familia, Reglamento Núm. 7757 del 5 de 

octubre de 2009. Al aprobarse, se creó la Junta Adjudicativa del 

Departamento de la Familia, y a su vez fueron delimitadas las 

normas que regulan los procedimientos de adjudicación de 

controversias de la mencionada Agencia, y de sus componentes 

programáticos y operacionales, incluyendo a la ADFAN. 

Así también su vez, el 1 de agosto de 2003 el Departamento 

de la Familia aprobó la Ley Núm. 1771 conocida como la Ley para 

el Bienestar y la Protección Integral de la Niñez, 8 L.P.R.A. sec. 444 

et seq., la cual constaba vigente al momento de los hechos que 

iniciaron el caso de autos. La misma fue aprobada en vista de la 

obligación del Estado en atender el maltrato de menores desde una 

perspectiva centrada en el bienestar y protección integral de la 

niñez incorporando esfuerzos de varios grupos con el propósito de 

                                                 
1  El 16 de diciembre de 2011 fue aprobada la Ley para la seguridad, bienestar y 
protección de menores, y entró en vigor el 16 de marzo de 2012. Por disposición expresa 
de la mencionada Ley quedó derogada la Ley Núm. 177-2003. 
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fortalecer la familia, promover los valores de paz para la 

convivencia y prevención de la violencia en el núcleo familiar y 

evitar el maltrato de menores. La ya derogada Ley facultó al Estado 

a intervenir en asuntos familiares cuando el bienestar del menor 

estuviese en riesgo. Estrella, Monge v. Figueroa Guerra, 170 D.P.R. 

644 (2007). Igualmente, en atención a la política pública contenida 

en la Ley Núm. 177, supra, ésta tipificó delitos, impuso 

penalidades, y creó medidas y mecanismos protectores necesarios 

para proteger a los menores. Pueblo v. Hernández García, 186 

D.P.R. 656 (2012). 

El Art. 2 (q) de la precitada Ley, supra define el “Referido”, o 

“Informe para referir situaciones de maltrato, maltrato 

institucional, negligencia o negligencia institucional”, como aquella 

información verbal o escrita ofrecida por una persona obligada a 

informar o por cualquier otra persona a través de la Línea Directa, 

la Policía de Puerto Rico o la Oficina Local del Departamento, 

donde se narran situaciones en que se alega la sospecha o 

existencia de maltrato, maltrato institucional, negligencia o 

negligencia institucional (Énfasis nuestro). 

Así también, el inciso (r) de dicho Artículo define el Maltrato 

como todo aquel acto u omisión intencional en el que incurre el 

padre, la madre o persona responsable del/a menor de tal 

naturaleza que ocasione o ponga a un menor o una menor en 

riesgo de sufrir daño o perjuicio a su salud e integridad física, 

mental y/o emocional, incluyendo abuso sexual según es 

definido en esta Ley. También se considerará maltrato el 

incurrir en conducta obscena y/o la utilización de un menor para 

ejecutar conducta obscena; permitir que otra persona ocasione o 

ponga en riesgo de sufrir daño o perjuicio a la salud e integridad 

física, mental y/o emocional de un menor; abandono voluntario de 

un menor; que el padre, madre o persona responsable del menor 
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explote a éste o permita que otro lo haga obligándolo o 

permitiéndole realizar cualquier acto, incluyendo pero sin limitarse 

a, utilizar al menor para ejecutar conducta obscena, con el fin de 

lucrarse o de recibir algún otro beneficio; incurrir en conducta que, 

de procesarse por la vía criminal, constituiría delito contra la salud 

e integridad física, mental, emocional, incluyendo abuso sexual del 

menor. Asimismo, se considerará que un menor es víctima de 

maltrato si el padre, la madre o persona responsable del menor ha 

incurrido en la conducta descrita o ha incurrido en conducta 

constitutiva de violencia doméstica en presencia de los/as menores 

según definido en la Ley Núm. 54 del 15 de agosto de 1989, según 

enmendada (Énfasis nuestro). 

En su Art. 4, la entonces vigente Ley 177, supra, facultaba al 

Departamento de la Familia a investigar, requerir o referir para que 

se investigaran los referidos de maltrato, maltrato institucional, 

negligencia y/o negligencia institucional, utilizando para ello los 

procedimientos, servicios y medios que garantizaran la más pronta 

y eficaz atención a dichas investigaciones. De igual forma, el Art. 

21 de dicha Ley obligaba a informar inmediatamente aquellos 

casos donde exista o se sospeche que existe una situación de 

maltrato, maltrato institucional, negligencia y/o negligencia 

institucional hacia un/a menor, a los/as profesionales o 

funcionarios públicos, entidades públicas, privadas y privatizadas 

que, en su capacidad profesional y en el desempeño de sus 

funciones, tuvieren conocimiento o sospecha de que un/a menor 

es, ha sido, o está en riesgo de ser víctima de maltrato. 

Con el fin de viabilizar el trámite a seguir en ocasión de 

investigar un referido de maltrato institucional, maltrato, 

negligencia o negligencia institucional, el Departamento de la 

Familia aprobó el, Reglamento Núm. 6919 de 20 de diciembre de 

2004 conocido como el Reglamento para la Implantación de la Ley 
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177, supra. Éste en síntesis establece que una vez se recibe una 

querella, se realiza la correspondiente investigación, el investigador 

rinde un informe con conclusiones y recomendaciones. Se procede 

a notificarle a la parte afectada si hay o no fundamento para la 

querella. La parte afectada por la determinación tiene derecho a 

solicitar su revisión ante la Junta Adjudicativa y ésta previo a darle 

audiencia a las partes, resolverá. 

De otra parte, la sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), 3 L.P.R.A. sec. 2175, dispone que: 

“Las determinaciones de hechos de las decisiones de 
las agencias serán sostenidas por el tribunal, si se 
basan en evidencia sustancial que obra en el 
expediente administrativo.”  

 
Conforme a lo anterior, está firmemente establecido que los 

tribunales en su función revisora no podrán intervenir con los 

dictámenes de las agencias administrativas, a menos que se 

demuestre que la determinación de la agencia es irrazonable, 

ilegal, contraria a la ley que creó la agencia que la dictó, medió 

abuso de discreción o la decisión no se sostiene por el expediente 

administrativo. Sec. 4.5, LPAU, supra; Rivera v. A & C Development 

Corp., 144 D.P.R. 450, 460-461 (1997).  

Así también, la norma jurídica vigente dispone que las 

conclusiones de derecho de un foro administrativo deberán ser 

confirmadas por los Tribunales en la medida en que se ajusten al 

mandato de ley y el tribunal revisor debe sostenerlas. D.A.Co. v. 

Junta Cond. Sandy Hills, 169 D.P.R. 586 (2006). Por ende, lo único 

que se requiere es que la determinación de la agencia este 

sostenida por evidencia sustancial en el récord administrativo, y 

que sea razonable y consistente con el propósito legislativo del 

estatuto que se promueve y aplica en la controversia. Cruz Negrón 

v. Adm. de Corrección, 164 D.P.R. 341, 357-358 (2005); Rodríguez 

v. Méndez & Co., 147 D.P.R. 743, 745 (1999).  
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Por último, la doctrina de la deferencia judicial responde a la 

vasta experiencia y conocimiento especializado que tienen las 

agencias administrativas sobre los asuntos que le son 

encomendados. Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 D.P.R. 

592, 614 (2006); Vélez v. A.R.P.E., 167 D.P.R. 684, 693 (2006). Por 

tal motivo, las decisiones administrativas gozan de una presunción 

de regularidad y corrección que debe respetarse, mientras la parte 

que las impugne no demuestre con suficiente evidencia que la 

decisión no está justificada. JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero 

Badillo, 177 D.P.R. 177, 187 (2009), citando a Rebollo v. Yiyi 

Motors, 161 D.P.R. 69 (2004); Henríquez v. Consejo Educación 

Superior, 120 D.P.R. 194 (1987). 

Conforme a esto, la revisión judicial de los dictámenes 

administrativos comprenderá el análisis de las siguientes áreas: (1) 

si se concedió el remedio apropiado; (2) si las determinaciones de 

hechos son conformes al principio de evidencia sustancial; y (3) si 

las conclusiones de derecho son correctas. Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty, et al. II, 179 D.P.R. 923, 940 (2009). El criterio rector 

para examinar una decisión administrativa es la razonabilidad de 

la actuación de la agencia recurrida. Batista, Nobee v. Jta. 

Directores, 185 D.P.R. 206, 215 (2012). 

Por “evidencia sustancial”, nuestro ordenamiento de Derecho 

se refiere a aquella evidencia relevante que “una mente razonable 

podría aceptar como adecuada para sostener una conclusión”. 

Acarón, et al. v. D.R.N.A., 186 D.P.R. 564, 584 (2012). La aplicación 

de este criterio busca “evitar la sustitución del criterio del 

organismo administrativo en materia especializada por el criterio 

del tribunal revisor”. Íd.; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 

D.P.R. 592, 615 (2006); P.C.M.E. v. J.C.A., 166 D.P.R. 599, 615 

(2005). 
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Siendo esto así, la parte recurrente tendrá la carga de 

demostrar que en el expediente administrativo existe otra prueba 

que reduce o menoscaba el valor probatorio de la evidencia que 

impugna, al punto tal que se pueda concluir que, ante la totalidad 

de la prueba que tuvo ante su consideración, la determinación de 

la agencia no fue razonable. Otero v. Toyota, 163 D.P.R. 716, 728 

(2005). Si dicha parte falla en demostrar que la determinación de 

la agencia no estuvo basada en evidencia sustancial o que existe 

otra prueba que reduce el valor de la prueba impugnada el 

tribunal debe respetar las determinaciones de hechos. 

Por último señalamos que la doctrina de academicidad es 

parte del amplio concepto de justiciabilidad que guía la revisión 

judicial. Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 82 (1998). Un 

asunto no es justiciable, cuando comenzando un pleito, hechos 

posteriores lo convierten en académico o inoficioso; una de las 

partes no tiene capacidad para promover el pleito; las partes solo 

buscan una opinión consultiva; un pleito es promovido por las 

partes sin estar maduro; o cuando trata de resolver una cuestión 

política. Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 D.P.R. 920, 

932 (2011). El remedio que pueda dictarse ante una controversia 

académica no puede tener efecto real alguno, ya que ello provoca 

que un Tribunal pierda su jurisdicción en el caso por no ser 

justiciable. Id. Un caso se torna académico cuando intenta obtener 

un fallo sobre una controversia disfrazada, que en realidad no 

existe, o una determinación de un derecho antes que este haya 

sido reclamado, o una sentencia sobre un asunto, que al dictarse, 

por alguna razón no podrá tener efectos prácticos sobre una 

controversia existente. Torres v. Dpto. Justicia, 181 D.P.R. 969 

(2011). 

La jurisprudencia ha establecido que la doctrina de 

academicidad requiere que durante todas las etapas de un 
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procedimiento adversativo, incluyendo la etapa de apelación o 

revisión, exista una controversia genuina entre las partes. Báez 

Díaz v. E.L.A., 179 D.P.R. 605 (2010). De manera que al examinar 

la academicidad de un caso, los tribunales debemos evaluar los 

eventos anteriores, próximos y futuros, a fines de determinar 

si su condición de controversia viva y presente subsiste con el 

transcurso del tiempo. San Antonio Maritime v. Puerto Rican 

Cement Co., 153 D.P.R. 374 (2001) (Énfasis suplido). 

Una vez se determina que un pleito es académico y que no 

está presente ninguna de las excepciones que evadirían su 

academicidad, es deber de los tribunales desestimarlo. Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra. Véase además la Regla 83 

del Reglamento de este Tribunal, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 83. 

III. 

Como cuestión de umbral entendemos prudente atender el 

señalamiento formulado por la parte recurrente, quien postula que 

el caso de autos se tornó académico, al éste perder su carácter 

adversativo, y no existir remedio alguno para continuar bajo el 

procedimiento administrativo. No le asiste la razón.  

Nuestro entender en el caso de autos, concierne sobre la 

corrección en Derecho de la Resolución dictada por la Junta 

Adjudicativa, quien confirmó la Notificación de Acción Tomada con 

Referido de Maltrato de Menores, emitida a su vez por la Unidad de 

Investigaciones, y referida a la Sra. Marrero Rodríguez. Mediante 

dicha Notificación, el Foro Administrativo dispuso la determinación 

Con Fundamento de ofrecer servicios de protección a las entonces 

hijas menores de edad de la recurrida. Es dicha determinación la 

que la aquí recurrida impugnó, razón por la cual 

consecuentemente acudió ante este Foro Apelativo. 

Ante la solicitud de revisión judicial instada por la Sra. 

Marrero Rodríguez, conforme al Derecho anteriormente reseñado, 
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nos corresponde entonces resolver si la determinación del 

Departamento de la Familia, confirmada mediante la Resolución 

del 30 de enero de 2014, estuvo basada o no en evidencia 

sustancial que obró en el expediente administrativo, y por ende, si 

la misma no fue arbitraria, caprichosa, ni constituyó un abuso de 

discreción por parte del Foro Administrativo. Dicha controversia, 

objeto de revisión judicial, no halló resolución en el posterior 

archivo del caso administrativo, razón por la cual, 

subsistiendo irresuelta aún, la misma no es académica, y 

procedemos a resolver. 

De la Información del Referido R11-02-06333 que obra en los 

autos originales, se desprende que el 2 de noviembre de 2011, la 

Unidad de Investigaciones en el Municipio de Ponce, recibió un 

referido en el cual se alegó el maltrato físico y negligencia hacia 

una de las hijas menores de la aquí recurrida, razón por la cual, 

dicha Agencia Administrativa llevó a cabo una investigación en el 

hogar de la Sra. Marrero Rodríguez. Mediante la misma, la 

Trabajadora Social a cargo, acompañada por su Supervisor, 

entrevistó a las dos (2) hijas, menores de edad al momento de los 

hechos, al igual que a los colaterales. Así también, orientó a la Sra. 

Marrero Rodríguez sobre la entonces vigente Ley Núm. 177, supra, 

y los servicios de la Unidad de Investigaciones, y el Departamento 

de la Familia.  

Indicó la Trabajadora Social que a través del proceso de 

intervención no se identificó peligro presente, pero sí la amenaza 

de daño hacia las menores. Arribó a dicha conclusión tras 

entrevistar a una de las menores, quien expresó que su madre, la 

aquí recurrida, se dirigía a ella con palabras soeces, y la 

amenazaba con hacerle daño físico. De igual forma, del expediente 

surge que durante el proceso investigativo, la menor expresó que 

su madre había amenazado con golpearla, si ésta decía algo al 
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respecto, razón por la cual, la menor expresó temor a informar 

situaciones adicionales de maltrato. En vista del resultado de 

dicha investigación, la Unidad de Investigaciones emitió una 

Notificación de Acción Tomada con Referido de Maltrato a Menores, 

“Con Fundamento”, por lo que conforme al Reglamento Núm. 6919 

supra, procedía que la Agencia Administrativa ofreciera servicios 

de protección a las entonces menores. 

Por su parte, la Sra. Marrero Rodríguez no fue capaz de 

rebatir ante la Junta Adjudicativa, las determinaciones de hecho 

esbozadas por la Unidad de Investigaciones, como resultado de sus 

hallazgos, y así incluidos en el Informe sometido. Tampoco 

presentó ante este Foro de Apelaciones prueba que rebata los 

hallazgos de la Investigación realizada. Antes bien, tanto ante al 

Foro Administrativo, como mediante el Recurso de Revisión 

Judicial instado ante nos, se limitó la aquí recurrida a señalar que 

la evidencia vertida por la Instrumentalidad Administrativa careció 

de una corroboración posterior, y que la determinación de ADFAN 

no contó con prueba suficiente en Derecho que sustentase la 

misma.  

En atención a dichos señalamientos formulados por la aquí 

recurrida, la Junta Adjudicativa destacó que los hallazgos surgidos 

de la investigación de la Unidad de Investigaciones, incluyeron las 

expresiones de las entonces menores ante la Trabajadora Social, 

especialmente, la verbalización por una de ellas, de haber sido 

expuesta a varias experiencias de maltrato por parte de su madre. 

Concluyó el Foro Administrativo, que en las circunstancias del 

caso de autos, las determinaciones de hechos vertidas en el 

expediente hallaron sustento en la evidencia surgida de la 

investigación de la Unidad de Investigaciones, la cual no 

requería mayor corroboración que el propio testimonio de la 

entonces menor, vertido ante la Trabajadora Social. 
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Al examinar la Resolución objeto de revisión judicial, a la luz 

de la totalidad del expediente administrativo, y en aplicación de la 

Ley vigente al momento de los hechos, colegimos forzosamente que 

la determinación del Foro Administrativo, estuvo basada en 

evidencia sustancial, y por lo tanto, contrario a los argumentos de 

la recurrida, la misma no es irrazonable, ni contraria a la ley que 

creó la agencia que la dictó. 

Entendemos que los hallazgos surgidos de la investigación 

realizada por la Instrumentalidad Administrativa, presentaron un 

cuadro de maltrato bajo el Art. 2(r) de la Ley Núm.177. Entiéndase, 

de los hechos investigados, y contenidos en el expediente del caso, 

surgieron actos incurridos por la madre, de tal naturaleza que 

ocasionaban o ponían a las entonces menores en riesgo de sufrir 

daño o perjuicio a su salud e integridad física, mental y/o 

emocional, razón por la cual la Unidad de Investigaciones rindió un 

Informe de Referido “Con Fundamento”.  

En vista de todo lo anterior, concluimos que la Junta 

Adjudicativa no medió en abuso de discreción al confirmar 

mediante Resolución, la Notificación de Acción Tomada con 

Referido de Maltrato a Menores, toda vez que la misma estuvo 

sostenida por el expediente administrativo. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución emitida por la Junta Adjudicativa del Departamento de 

la Familia. 

Notifíquese a todas las partes y a la Oficina de la 

Procuradora General. 

El Juez Piñero González Disiente y manifiesta que a su 

entender procede desestimar este recurso por falta de jurisdicción, 

ya que por eventos posteriores no existe al día de hoy una 
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controversia viva entre las partes por lo que esta Sentencia en su 

verdadero significado constituye una Opinión Consultiva. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


